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II. EXPEDIENTE D-13050 - SENTENCIA C-480/19 (octubre 15) 

M.P. Alberto Rojas Ríos 

 

 
 

 

 

1. Norma demandada  
LEY 1816 DE 2016 

(diciembre 19) 

Por la cual se fija el régimen propio del monopolio rentístico de licores destilados, se modifica el impuesto al 
consumo de licores, vinos, aperitivos y similares, y se dictan otras disposiciones. 

ARTÍCULO 7o. MONOPOLIO COMO ARBITRIO RENTÍSTICO SOBRE LA PRODUCCIÓN DE LICORES 

DESTILADOS. Los departamentos ejercerán el monopolio de producción de licores destilados directamente, que 
incluye la contratación de terceros para la producción de licores destilados y alcohol potable con destino a la 
fabricación de licores sobre los cuales el departamento contratante ostente la titularidad de la propiedad industrial. 

También podrán permitir temporalmente que la producción sea realizada por terceros mediante la suscripción de 
contratos adjudicados mediante licitación pública, en los términos del artículo 8o de la presente ley. 

PARÁGRAFO. Los cabildos indígenas y asociaciones de cabildos indígenas legalmente constituidos y 
reconocidos por el Ministerio del Interior en virtud de su autonomía constitucional, continuarán la producción de sus 
bebidas alcohólicas tradicionales y ancestrales para su propio consumo, máxime cuando se empleen en el ejercicio 
de su medicina tradicional. Estas prácticas formarán parte de sus usos, costumbres, cosmovisión y derecho mayor. 

2. Decisión 

Declarar EXEQUIBLE las expresiones “cabildos indígenas” y “asociación de cabildos 
indígenas”, contenidas en el parágrafo del artículo 7 de la Ley 1816 de 2016, “por la cual se 
fija el régimen propio del monopolio rentístico de licores destilados, se modifica el impuesto al 
consumo de licores, vinos, aperitivos y similares, y se dictan otras disposiciones”, bajo el 
entendido que también incluyen a los consejos comunitarios de comunidades negras, raizales 
y palenqueras. 

 

3. Síntesis de la providencia 

La Corte Constitucional acogió los cargos por inconstitucionalidad formulados contra el 

parágrafo del artículo 7 de la Ley 1816 de 2016, “por la cual se fija el régimen propio del 
monopolio rentístico de licores destilados, se modifica el impuesto al consumo de licores, vinos, 
aperitivos y similares, y se dictan otras disposiciones” por infracción de los artículos 7, 13 y 70 
de la Constitución, porque el Congreso de la Republica incurrió en una omisión legislativa 
relativa, al no incluir a las comunidades negras, palenqueras y raizales en la autorización para 
producir y distribuir bebidas alcohólicas tradicionales y ancestrales de consumo propio, así 
como las indispensables para ejercer la medicina tradicional, de acuerdo con sus usos y 
costumbres. 

La Sala precisó que la Constitución de 1991 tiene el carácter de plurétnico y pluricultural, que 
se concreta en el reconocimiento y el respeto a las diferentes cosmogonías de nuestra variada 
composición poblacional. Los principios de diversidad e identidad (art. 7, 8, 13 y 70 de la 
Constitución), implican toda manifestación cultural de los colectivos étnicos diversos, como por 
ejemplo los saberes ancestrales medicinales, así como los culturales, dado que se relacionan 
con las formas de percibir la realidad y desarrollar su autonomía. Para garantizar esos ámbitos, 
la Corte Constitucional ha reconocido un derecho a la diversidad e identidad cultural, el cual 
asegura que las comunidades étnicas diversas ejerzan sus derechos fundamentales de acuerdo 
con su cosmovisión y que eliminen las discriminaciones, así como negaciones históricas que 
han padecido esos colectivos. 

En el análisis de fondo y con base en las Sentencias C-329 de 2019, C-083 de 2018 y C-352 
der 2017, la Corte verificó que el legislador había incurrido en una omisión legislativa relativa 
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en relación con los apartes de la disposición demandada, pues se observaron todos los 
requisitos fijados por la jurisprudencia para su configuración, como se indica a continuación. 

Constató la existencia de la norma excluyente, pues el parágrafo del artículo 7 de la Ley 1816 
de 2016 no incluyó a las comunidades negras, raizales y palenqueras como sujetos beneficiarios 
de la autorización para producir e introducir licores tradicionales y ancestrales de su consumo 
propio. Adicionalmente, estimó que el legislador no tuvo en cuenta un deber especifico 
constitucional, representado en la realización de los principios de diversidad étnica y cultural, 
el mandato de protección igual a todas las culturas, la obligación de garantizar la autonomía 
de los pueblos étnicos frente a su integridad cultural y el deber de reconocer las 
manifestaciones culturales de los grupos étnicos, de acuerdo con los artículos 7, 13 y 70 
Superiores. 

A su vez, comprobó que la omisión denunciada carece del principio de razón suficiente, por 
cuanto el legislador nunca argumentó por qué había excluido a las comunidades negras, 
raizales y palenqueras de la norma demandada. Tampoco precisó las razones que 
fundamentaron su decisión de incluir a los cabildos y asociaciones de cabildos indígenas en el 
parágrafo del artículo 7 de la Ley 1816 de 2016. 

La no inclusión de los colectivos afrodescendientes constituye una discriminación o desigualdad 
negativa, puesto que impide el desarrollo de aspectos culturales de la vida en comunidad. De 
hecho, esa medida tiende a perpetuar una situación de negación e invisibilización de las 
manifestaciones culturales de los grupos de población negra, palenquera y raizal. Dicha 
vulneración al principio de igualdad se agrava si se tiene en cuenta que el legislador se 
encontraba ante sujetos similares, toda vez que los pueblos afro e indígenas tienen una 
identidad cultural distinta a la que posee el resto de la sociedad colombiana, por lo que se 
reconoce el carácter de grupos étnicos, que constituye una asimilación en los derechos 
culturales de reconocimiento de la identidad y diversidad. Así mismo, los estudios que obran 
como fundamento de la decisión dan cuenta de que los pueblos afrodescendientes tienen 
bebidas alcohólicas que hacen parte de su identidad cultural, su autonomía, su medicina 
tradicional y de sus costumbres, en una situación similar a la que tienen las comunidades 
indígenas. 

La Sala Plena estableció que la omisión no satisface los principios de necesidad y 
proporcionalidad. El primero, en razón de que el legislador sí contaba con otra alternativa 
menos lesiva para los derechos de las comunidades afrodescendientes. El segundo, porque 
excluir a ese grupo poblacional de la producción e introducción de las bebidas alcohólicas 
tradicionales para consumo interno, máxime cuando se emplean para el ejercicio de la medicina 

tradicional, implica una interferencia desmedida a los derechos de reconocimiento de la 
identidad, la autonomía y la diversidad cultural. 

Ante la configuración de la omisión legislativa relativa, la Corte profirió una sentencia que 
extiende las consecuencias jurídicas del enunciado legal atacado a las comunidades negras, 
palenqueras y raizales que el legislador excluyó de manera injustificada. Advirtió que dicha 
extensión debe tener en cuenta la estructura del parágrafo del artículo 7 de la Ley 1816 de 
2016, el cual indica que los cabildos y asociaciones de cabildos indígenas son los sujetos 
destinatarios de la norma. En ese contexto, el condicionamiento debe cobijar a las formas de 
organización que tienen las comunidades afrodescendientes
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